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C O N T E N I D O
_

MECANISMOS
CONTROLde
 a la gestión pública y mecanismos

 de participación ciudadana



I N T R O D U C C I Ó N
_

Las juntas de acción comunal, como organización cívica, 
y representativa de la población civil, pueden ejercer su soberanía, 
vigilando las actuaciones de los mandatarios. En las juntas de 
acción comunal se debe fomentar el empoderamiento y el 
conocimiento de los mecanismos del control social para así ir en 
contra de la corrupción a la gestión pública. 

Mediante esta cartilla se pretende enseñar a los miembros de las 
juntas de acción comunal lo que es el control social, y la ruta para 
aplicarlos. A continuación, se explica qué es el control social, cada 
uno de los mecanismos con que se cuenta para hacer efectivo el 
control social. A través de esta cartilla se pretende incentivar a la 
participación ciudadana. 
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Según la ley 1757 de 2015, es: “el seguimiento y evalua-
ción de las políticas públicas y a la gestión desarrollada 
por las autoridades públicas y por los particulares que 
ejerzan funciones públicas. El control social ejerce una 
función fiscalizadora, correctiva y preventiva, enfocada, en 
la satisfacción de las necesidades básicas, la transparen-
cia en la asignación de los recursos públicos, y el equilibrio 
de poderes”.

Como ciudadanos estamos en la obligación de vigilar las 
actuación de los gobernantes, mirar si ellos cumplen con la 
realización de los fines del estado, y si esa soberanía 
delegada limitadamente se está usando de forma correcta. 
Para ello, como ciudadanos podemos pedirles información 
sobre tu trabajo, sus gestiones, y así entre todos decidir si 
queremos que estos sigan o no en el poder. El control 
social nos ayuda a fortalecer la democracia, y así luchar 
por la corrupción y ser más conscientes de que un país 
más justo es tarea de todos. 

¿Qué es control social?

Existen varios mecanismos que la legislación ha dispuesto 
para ejercer el control social, los cuales tienen un propósi-
to y pueden ser utilizados de acuerdo a sus funciones. 

Entonces, ¿cómo 
hacemos el control social?

Este mecanismo se encuentra regulado en los artículos 77 
y 80 de la ley 134 de 1994, y esta misma ley en su artículo 
7 lo define como “el pronunciamiento del pueblo convoca-
do por el Presidente de la República, mediante el cual 
apoya o rechaza una determinada decisión del Ejecutivo”. 
Mediante este mecanismo los mandatarios recurren al 
depositario del poder, es decir, lo ciudadanos, para definir 
el rumbo u orientaciones del Estado (Sentencia C – 
180/94, 1994). Es decir, aquí los mandatarios van al 
pueblo a consultar una decisión. 

P L E B I S C I T O
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Mediante este instrumento se busca proteger de forma 
inmediata los derechos fundamentales que han sido 
vulnerados a un individuo por una institución. 

Su fundamento constitucional se encuentra en el artículo 
86 de la Constitución nacional, el cual dispone: 
“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante 
los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedi-
miento preferente y sumario, por sí misma o por quien 
actúe a su nombre, la protección inmediata de sus dere-
chos constitucionales fundamentales, cuando quiera que 
éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 
omisión de cualquier autoridad pública. La protección 
consistirá en una orden para que aquél respecto de quien 
se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo”. 
En desarrollo, el decreto ley 2591 de 1991 señala las 
disposiciones y el procedimiento para la aplicación de este 
mecanismo. 

Para interponer una acción de tutela no se quiere un 
abogado, pero si usted no tiene conocimiento para interpo-
nerla puede acudir a la personería jurídica o la defensoría 
del pueblo, del lugar donde se encuentra su domicilio.

 
Para presentar la acción de tutela debe tener en 
cuenta lo siguiente:

1. Hacer un relato del derecho violado o amenazado. 
2. Debe ser presentado ante los tribunales donde ocurre 
la violación. 
3. Que no exista otro mecanismo para proteger el dere-
cho, a menos que se deba actuar de forma inmediata para 
no producir un perjuicio irremediable.
4. No puede interponer dos acciones de tutela por el 
mismo hecho. 
5. Usted puede ir donde el mismo juez que conoció la 
tutela de primera instacia para presentar un incidente de 
desacato, cuando los demandados incumplen la decisión 
del juez o no la materializan. 

A C C I Ó N  D E  T U T E L A
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Este mecanismo según la sentencia C-157-98 tiene como objeto 
y finalidad: “Otorgarle a toda persona, natural o jurídica, e incluso 
a los servidores públicos, la posibilidad de acudir ante la autori-
dad judicial para exigir la realización o el cumplimiento del deber 
que surge de la ley o del acto administrativo y que es omitido por 
la autoridad, o el particular cuando asume este carácter. 

A este mecanismo se puede recurrir cuando una autoridad esta 
haciendo omision a una norma o un acto administrativo y el no 
cumplimiento les esta vulnerando sus derechos. 
La acción de cumplimiento se debe presentar ante los tribunales 
administrativos, la respuesta a esta petición será resuelta en un 
plazo de 20 días. 

La solicitud de acción de cumplimiento deberá ser bajo la grave-
dad de juramento, y puede ser presentado por escrito o de forma 
verbal. 
La solicitud deberá contener los siguientes requisitos:

-El nombre
-Identificación 
-Lugar de residencia de quien instaura la acción 
-Señalar la norma incumplida, adjuntar copia de la norma.
-Hacer una narración de porqué se considera incumplida la 
disposición. 
-Autoridad o particular que la incumple
-El ciudadano primero debe pedir de manera directa el respeto de 
la ley a la autoridad que la incumpla.
- Solicitud de pruebas. No se puede elevar el recurso dos veces 
por los mismos hechos o derechos. La petición podrá ser presen-
tada en forma verbal cuando el solicitante no sepa leer ni escribir, 
sea menor de edad o se encuentre en situación de extrema 
urgencia.

. 

ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO

Según la sentencia C-1177/05, la denuncia consiste en: “una 
manifestación de conocimiento mediante la cual una persona, 
ofendida o no con la infracción, pone en conocimiento del órgano 
de investigación un hecho delictivo, con expresión detallada de 
las circunstancias de tiempo, modo y lugar, que le consten”… “El 
acto de denuncia tiene carácter informativo en cuanto se limita a 
poner en conocimiento de la autoridad encargada de investigar, la 
perpetración de una conducta presumiblemente delictuosa, con 
indicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 
se realizó y de los presuntos autores o partícipes, si fueren cono-
cidos por el denunciante”.

El fundamento constitucional de este mecanismo jurídico y proce-
sal es el artículo 250, el cual señala: “La Fiscalía General de la 
Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y 
realizar la investigación de los hechos que revistan las caracterís-
ticas de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de 
denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y 
cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que 
indiquen la posible existencia del mismo”. El desarrollo de este 
mecanismo jurídico procesal es el código de procedimiento penal 
(ley 906 de 2004). 
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Los avances tecnológicos han permitido ejercer un control 
social desde las redes sociales; utilizando herramientas como 
Twitter, Facebook, etc. Como ciudadanos puedes manifestarte 
respecto a las infracciones o abusos de las autoriades, y poner 
en conocimiento simplemente haciendo una nueva publicación 
y haciendo mención a la autoridad competente Es el mecanismo mediante el cual se da impulso a la acción 

disciplinaria, la sentencia T-412/06 la define así: “El concepto 
de ‘queja’ parte de la denuncia que hace un ciudadano ante la 
autoridad competente de una irregularidad en la que se 
incurre por un funcionario público, a fin de que ella inicie la 
correspondiente investigación disciplinaria y aplique los 
correctivos que sean del caso. En este sentido, se trata de un 
mecanismo a través del cual se impulsa el inicio de la acción 
disciplinaria” 

Este mecanismo “es la convocatoria que se hace al pueblo 
para que apruebe o rechace un proyecto de norma jurídica o 
derogue o no una norma ya vigente” (Ley 134/94). 
Para la Corte Constitucional, es el mecanismo “mediante el 
cual el pueblo aprueba o rechaza las decisiones normativas 
de las autoridades, expresadas en un texto ya elaborado de 
proyecto; lo hay para derogar reformas constitucionales y 
leyes, para aprobar reformas a la Constitución y para convo-
car asambleas constituyentes” (Sentencia C – 180/94, 1994). 
Aquí los mandatarios recurren al pueblo en virtud de saber su 
voluntad para la aplicación de un proyecto de ley que será 
transcedental para todos. 

R E F E R E N D O

Q U E J A
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Según la ley 1757 de 2015, es: “el seguimiento y evalua-
ción de las políticas públicas y a la gestión desarrollada 
por las autoridades públicas y por los particulares que 
ejerzan funciones públicas. El control social ejerce una 
función fiscalizadora, correctiva y preventiva, enfocada, en 
la satisfacción de las necesidades básicas, la transparen-
cia en la asignación de los recursos públicos, y el equilibrio 
de poderes”.

Como ciudadanos estamos en la obligación de vigilar las 
actuación de los gobernantes, mirar si ellos cumplen con la 
realización de los fines del estado, y si esa soberanía 
delegada limitadamente se está usando de forma correcta. 
Para ello, como ciudadanos podemos pedirles información 
sobre tu trabajo, sus gestiones, y así entre todos decidir si 
queremos que estos sigan o no en el poder. El control 
social nos ayuda a fortalecer la democracia, y así luchar 
por la corrupción y ser más conscientes de que un país 
más justo es tarea de todos. 
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La consulta popular es la institución mediante la cual se somete a 
consideración del pueblo una pregunta de carácter general sobre un 
asunto de trascendencia nacional, departamental, municipal, distri-
tal o local, por parte del Presidente de la República, el gobernador o 
el alcalde, según el caso, para que este se pronuncie formalmente 
al respecto (Ley 134/94). Se caracteriza además porque la decisión 
del pueblo es obligatoria. A su turno, para la Corte Constitucional es:

CONSULTA POPULAR
La posibilidad que tiene el gobernante de acudir ante el pueblo para 
conocer y percibir sus expectativas, y luego tomar una decisión. En 
otros términos, es la opinión que una determinada autoridad solicita 
a la ciudadanía sobre un aspecto específico de interés nacional, 
regional o local, que la obliga a traducirla en acciones concretas 
(Sentencia C–180/94, 1994).
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C A B I L D O  A B I E R TO

Para la Corte Constitucional, “debe entenderse por la congregación 
del pueblo soberano para discutir libremente, acerca de los asun-
tos que le interesen o afecten. Se constituye, además, en la garan-
tía constitucional de las reuniones políticas de carácter deliberante” 
(Sentencia C – 180/94, 1994). Este mecanismo de participación 
ciudadana se encuentra regulado por los artículos 9, 81 y 90 de la 
Ley 134 de 1994 y definido por la misma como la reunión pública 
de los concejos distritales, municipales o de las juntas administra-
doras locales, en la cual los habitantes pueden participar directa-
mente con el fin de discutir asuntos de interés para la comunidad. 
(Ley 134/ 94).

Acorde con el artículo 81 de la Ley 134 de 1994, en cada período 
de sesiones ordinarias de los concejos municipales o distritales, o 
de las juntas administradoras locales, deben celebrarse por lo 
menos dos sesiones en las que se considerarán los asuntos que 
los residentes en el municipio, distrito, localidad, comuna o corregi-
miento, soliciten sean estudiados y sean de competencia de la 
corporación respectiva. 

Podrá ser materia del cabildo abierto cualquier asunto de interés 
para la comunidad. Sin embargo, no se podrán presentar proyectos 
de ordenanza, acuerdo o cualquier otro acto administrativo.
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Este instrumento ofrece a los ciudadanos en ejercicio, a las organizaciones cívicas, 
sindicales, gremiales, indígenas o comunales del orden nacional, departamental, 
distrital o municipal o local, la posibilidad de presentar los proyectos de leyes, orde-
nanzas, acuerdos o resoluciones que estimen oportunas. Igualmente, la posibilidad 
de promover iniciativas de carácter legislativo y normativo o de elevar una solicitud de 
referendo, siempre y cuando se cumpla con los requisitos que la ley exija para su 
ejercicio (Sentencia C – 180/94, 1994).

Según la ley en ejercicio de sus derechos políticos, un grupo de ciudadanos 
puede presentar:

- Proyecto de Acto Legislativo y de ley ante el Congreso de la República. 
-De Ordenanza ante las Asambleas Departamentales
-De Acuerdo ante los Concejos Municipales o Distritales 
-De Resolución ante las Juntas Administradoras Locales, y demás resoluciones de 
las corporaciones de las entidades territoriales. 

Los cuales se deben presentar de acuerdo con las leyes que las reglamentan, según 
el caso, para que estos sean debatidos y posteriormente aprobados, modificados o 
negados por la corporación pública correspondiente (Ley 134/94). 

La revocatoria del mandato es la facultad que tienen los ciudadanos para remover del 
cargo a aquellas personas que han elegido como sus representantes, cuando estos 
se sientan inconformes con la labor llevada a cabo en desarrollo de su mandato. Este 
mecanismo es definido por la ley como “un derecho político, por medio del cual los 
ciudadanos dan por terminado el mandato que le han conferido a un gobernador o a 
un alcalde” (Ley 134/94) y procede, conforme al artículo 64 de la Ley 134 de 1994, 
siempre y cuando se surtan los siguientes requisitos: 

La iniciativa popular legislativa y normativa
ante las corporaciones públicas

R E V O C AT O R I A  D E  M A N D AT O



04

08

Su fundamento constitucional se encuentra en el artículo 270, 
el cual señala que La ley organizará las formas y los sistemas 
de participación ciudadana que permitan vigilar que la gestión 
pública se cumpla en los diversos niveles administrativos. La 
ley 850 de 2003, muestra una definición clara de lo que es este 
instrumento, y dispone que: “ Es un mecanismo democrático 
de participación donde los ciudadanos y las organizaciones 
comunitarias pueden vigilar la gestión pública, respecto a las 
autoridades, administrativas, políticas, judiciales, electorales, 
legislativas y órganos de control, así como de las entidades 
públicas o privadas, organizaciones no gubernamentales de 
carácter nacional o internacional que operen en el país, encar-
gadas de la ejecución de un programa, proyecto, contrato o de 
la prestación de un servicio público”. La ley en mención, en el 
artículo señala las funciones de las veedurías y dispone:

Veedurías ciudadanas 
1. Haber transcurrido no menos de un año, contado a partir del 
momento de la posesión del respectivo alcalde o gobernador. 
2. Mediar por escrito, ante la Registraduría Nacional, solicitud 
de convocatoria a pronunciamiento popular para revocatoria, 
mediante un memorial que suscriban los ciudadanos en 
número no inferior al 40% del total de votos que obtuvo el 
elegido.

El fundamento de la revocatoria de mandato deriva del princi-
pio constitucional de soberanía popular y del derecho que 
tienen todas las personas de participar en la conformación, 
ejercicio y, sobre todo, control de poder político. Para la Corte 
Constitucional:

. 

a) Vigilar los procesos de planeación, para que conforme a la 
Constitución y la ley se dé participación a la comunidad; b) 
Vigilar que en la asignación de los presupuestos se prevean 
prioritariamente la solución de necesidades básicas insatisfe-
chas según criterios de celeridad, equidad, y eficacia; c) Vigilar 
porque el proceso de contratación se realice de acuerdo con 
los criterios legales; d) Vigilar y fiscalizar la ejecución y calidad 
técnica de las obras, programas e inversiones en el correspon-
diente nivel territorial.
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Es el mecanismo mediante el cual se da impulso a la acción 
disciplinaria, la sentencia T-412/06 la define así: “El concepto 
de ‘queja’ parte de la denuncia que hace un ciudadano ante la 
autoridad competente de una irregularidad en la que se 
incurre por un funcionario público, a fin de que ella inicie la 
correspondiente investigación disciplinaria y aplique los 
correctivos que sean del caso. En este sentido, se trata de un 
mecanismo a través del cual se impulsa el inicio de la acción 
disciplinaria” 

Este mecanismo “es la convocatoria que se hace al pueblo 
para que apruebe o rechace un proyecto de norma jurídica o 
derogue o no una norma ya vigente” (Ley 134/94). 
Para la Corte Constitucional, es el mecanismo “mediante el 
cual el pueblo aprueba o rechaza las decisiones normativas 
de las autoridades, expresadas en un texto ya elaborado de 
proyecto; lo hay para derogar reformas constitucionales y 
leyes, para aprobar reformas a la Constitución y para convo-
car asambleas constituyentes” (Sentencia C – 180/94, 1994). 
Aquí los mandatarios recurren al pueblo en virtud de saber su 
voluntad para la aplicación de un proyecto de ley que será 
transcedental para todos. 05
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Comités de desarrollo 
y control social

Este mecanismo tiene su fundamento en el artículo 340 de la 
Constitución nacional, el cual señala que existirá un consejo 
para Vigilar los procesos de planeación, para que conforme a 
la Constitución y la ley se dé participación a la comunidad, para 
que esta vigile la asignación de los presupuestos y se prevean 
prioritariamente la solución de necesidades básicas insatisfe-
chas según criterios de celeridad, equidad, y eficacia, para 
vigilar que el proceso de contratación se realice de acuerdo 
con los criterios legales y para fiscalizar la ejecución y calidad 
técnica de las obras, programas e inversiones en el correspon-
diente nivel territorial. En desarrollo de la normativa consitucio-
nal nacen las leyes 152 de 1994 y la 388 de 1997.

Consejos de planeación
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Son un mecanismo de control particular, puesto que se 
centra en la protección de los usuarios de las entidades de 
salud. Este mecanismo se creó mediante el decreto 1757 
de 1994, el cual en su artículo 10 lo define como: “una 
agrupacion de afiliados del régimen contributivo y subsi-
diado, del sistema general de seguridad social en salud, 
que tienen derecho a utilizar unos servicios de salud de 
acuerdo con su sistema de afiliación y la defensa del usua-
rio”. De la misma forma el decreto dispone en su cuerpo 
normativo la forma de constitución de estas asociaciones, 
la elección de sus representantes, hasta sus funciones y lo 
que esta busca, que en breves palabras es la protección y 
buen servicio de salud para todos usuarios afiliados, así 
como para los más vulnerables que no cuentan con una 
afiliación. 

Asociaciones de usuarios

Este mecanismo nace del mandato constitucional estipula-
do en el artículo 369 de la Constitución nacional, y en 
desarrollo de este surge la ley 142 de 1994 por la cual se 
establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios 
y otras disposiciones (entidades como servicios públicos 
domiciliarios, el servicio de energía, agua, gas, aseo, 
telefonía, etc). Los comites de desarrollo y control social 
buscan hacer una vigilancia a los servicios publicos presta-
dos a la comunidad. Es decir, a través de este mecanismo 
se puede lograr que la prestacion de los servicios públicos 
sea de manera eficiente, justa y sin abusos. Para ello se 
escoge una persona que recibe el nombre de vocal y es 
quien representa a la comunidad frente a las empresas 
prestadoras de servicios. 
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a) Vigilar los procesos de planeación, para que conforme a la 
Constitución y la ley se dé participación a la comunidad; b) 
Vigilar que en la asignación de los presupuestos se prevean 
prioritariamente la solución de necesidades básicas insatisfe-
chas según criterios de celeridad, equidad, y eficacia; c) Vigilar 
porque el proceso de contratación se realice de acuerdo con 
los criterios legales; d) Vigilar y fiscalizar la ejecución y calidad 
técnica de las obras, programas e inversiones en el correspon-
diente nivel territorial.
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Mediante esta cartilla se pretende enseñar a los miembros de las juntas de acción 
comunal lo que es el control social, y la ruta para aplicarlos. Se explica qué es el 
control social, cada uno de los mecanismos con que se cuenta para hacer efectivo 

el control social y se pretende incentivar a la participación ciudadana. 
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